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1.15.2.2.2 Desahucios de viviendas libres

Las quejas por desahucio de viviendas libres obedecen a una casuística variada. Fundamentalmente son 
consecuencia de sentencias recaídas en procedimientos judiciales por ejecuciones hipotecarias -en mucha menor 
medida que en años previos-, por falta de pago de la renta de alquiler o por ocupaciones sin título de viviendas de 
entidades financieras.

Normalmente las personas interesadas manifiestan carecer de recursos económicos suficientes para poder 
acceder a otra vivienda una vez llegue el momento de la ejecución de la sentencia sin ayuda de la administración. 
En no pocas ocasiones en el núcleo familiar o de convivencia hay menores de edad o personas con discapacidad, 
tributarios por tanto de una mayor necesidad de protección.

Acuden a esta Defensoría a fin de que intervengamos, bien ante su ayuntamiento, bien ante la entidad financiera 
titular del inmueble, con el propósito de poder acceder a un alquiler social, en el segundo de los supuestos 
mediante la regularización en la ocupación. Nuestras actuaciones siempre pasan por dirigirnos a los ayuntamientos 
correspondientes para averiguar qué tipo de ayuda o alternativa habitacional se les puede ofrecer en caso de 
consumarse el lanzamiento.

En relación a esta cuestión hemos de referirnos a la continuación en el presente año de la queja 17/1223, 
incoada de oficio a fin de efectuar el seguimiento del Convenio de Colaboración entre el Consejo General del 
Poder Judicial, la Junta de Andalucía y la Federación Andaluza de Municipios y Provincias, sobre la detección de 
supuestos de vulnerabilidad con ocasión del lanzamiento de vivienda familiar y medidas de carácter social en los 
procedimientos de ejecución hipotecaria y de desahucio.

Dicho convenio preveía un protocolo de actuación que, entre otras cuestiones, promueve la articulación de 
medidas para que haya una comunicación efectiva entre el órgano jurisdiccional que conoce el caso, la consejería 
competente en materia de vivienda, para la inclusión de las personas afectadas en el Programa Andaluz en Defensa 
de la Vivienda, y los servicios sociales de la entidad local adherida, para que éstos analicen la situación y, en su caso, 
se adopten las medidas encaminadas a asegurar la actuación de los servicios sociales.

El convenio contemplaba su activación tanto en los procedimientos de ejecución hipotecaria como en los casos 
de desahucios por falta de pago de la renta, no así en los desalojos por ocupaciones sin título. Sin embargo, en la 
tramitación de diversas quejas en las que era susceptible de aplicación el referido instrumento, detectamos que no 
siempre los juzgados competentes tenían conocimiento del mismo.

En los informes recibidos de las administraciones competentes se informa de que la Consejería de Justicia e Interior 
ha asumido entre sus obligaciones la adaptación del sistema informático Adriano, incluyendo en las resoluciones o 
cédulas de procedimientos de desalojo de la vivienda habitual información sobre los servicios sociales comunitarios, 
proporcionada por la entidad local respectiva, sobre la persona y los datos de contactos a los que pueden dirigirse 
antes de la fecha de desalojo ordenada por la autoridad judicial. En situaciones especiales se informará al servicio 
social que corresponda de la fecha de ejecución del lanzamiento y de la dirección de la vivienda.

Por su parte, el Consejo General del Poder Judicial se ha comprometido a adoptar las medidas oportunas para que 
los folletos informativos y formularios normalizados sean conocidos por los profesionales de la Administración 
de justicia, a organizar actividades formativas y de divulgación del convenio, a fomentar la colaboración con 
abogados y procuradores en esta materia, y a adoptar las medidas para que las entidades locales y la Consejería 
de Fomento y Vivienda accedan a datos personales sobre ejecuciones hipotecarias o desahucios en casos de 
riesgo de exclusión social.

Por su parte, la Federación Andaluza de Municipios y Provincias se ha comprometido a promover la adhesión 
al convenio de las entidades locales, a facilitar al Consejo General del Poder Judicial toda la información sobre 
servicios sociales municipales y a fomentar entre sus asociados respuestas ágiles a las solicitudes remitidas por los 
juzgados.
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p.4361.15 Vivienda

La presente queja continúa en su tramitación, por lo que esperamos dar cuenta de su conclusión en la 
memoria correspondiente al ejercicio de 2019.

Como muestra de otras actuaciones realizadas en este ámbito, podemos citar las siguientes quejas:

La queja 18/0257 se inició ante el inminente desahucio de una mujer víctima de violencia de 
género, con escasos ingresos económicos y con un menor a su cargo con tratamiento en salud mental. Según 
manifestaba, a pesar de haberse dirigido a los servicios sociales comunitarios, no le habían ofrecido ninguna 
ayuda para encontrar una alternativa habitacional a la que pudiera hacer frente con sus recursos.

Iniciadas actuaciones ante la Delegación de Bienestar Social del Ayuntamiento de Benalmádena, se nos 
trasladó la intervención realizada por los servicios sociales desde que a la interesada le fue notificada la 
demanda de desahucio, fundamentalmente la propuesta para ser adjudicataria de vivienda social municipal, 
con la previsión de que en 2018 podría ser adjudicataria de una vivienda en régimen de alquiler social, así como 
la posible concesión de una ayuda económica de emergencia para el pago de la fianza y primera mensualidad 
de alquiler.

Sin embargo, la interesada no consideró oportuno suscribir un nuevo contrato de alquiler, al considerar 
que con sus ingresos no podría afrontar su coste y se enfrentaría a un nuevo desahucio. Temía la interesada 
seguir en el mismo bucle en el que llevaba varios años instalada, pues se trataba del tercer desahucio al que 
se enfrentaban, con las consecuencias psicológicas que ello comportaba para ella y, particularmente, para su 
hijo. Refería la interesada que en los desahucios anteriores no había recibido ayuda de los servicios sociales.

En atención a lo expuesto, en virtud del artículo 29 de nuestra Ley reguladora, formulamos Recomendación al 
Ayuntamiento de Benalmádena en el sentido de que los servicios sociales realizasen con la urgencia requerida 
las actuaciones que procedieran en aras a garantizar a la interesada el pago de un alquiler hasta que se le 
adjudicase una vivienda protegida.

En su respuesta, el citado ayuntamiento informó que la interesada había resultado adjudicataria de una 
vivienda social, en la cual se habían tenido que realizar los arreglos pertinentes, haciéndole entrega de las 
llaves el 14 de mayo de 2018. Asimismo, se indicaba que había empezado a trabajar en el plan de empleo para 
personas en exclusión social. Por tanto, se habían aceptado los contenidos esenciales de la Resolución que 
dictó esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz y procedimos a dar por concluidas nuestras actuaciones.

A través de algunas quejas hemos podido comprobar la buena labor de asesoramiento realizada por 
algunas oficinas municipales para la defensa de la vivienda. Valgan como ejemplo la queja 18/6215, 
queja 18/6244, queja 18/6686 y queja 18/7245, por citar algunas en las que estaba interviniendo la Oficina 
Municipal por el Derecho a la Vivienda de Emvisesa (Sevilla); el Instituto Municipal de la Vivienda de Málaga 
en la queja 18/4915, queja 18/3733, queja 18/3677 y queja 18/1937; o la Oficina Municipal en Defensa de 
la Vivienda del Ayuntamiento de Córdoba en la queja 17/1378. Asimismo, en la queja 18/5012, pudimos 
comprobar que la Oficina Municipal de Defensa de la Vivienda Digna de Sanlúcar de Barrameda estaba 
interviniendo activamente con los interesados, logrando un acuerdo de alquiler social con la entidad bancaria 
que había resultado adjudicataria de la vivienda en un procedimiento de ejecución hipotecaria.

Por lo que se refiere a las entidades financieras y a pesar de seguir dirigiéndonos a las mismas solicitando 
su colaboración, desde hace unos años vienen manteniendo la posición firme de no regularizar las 
ocupaciones irregulares de sus viviendas, por lo que siguen promoviendo procedimientos civiles de 
desahucios o penales de usurpación, o incentivando las ejecuciones de sentencia suspendidas.

Como ya señalamos anteriormente, en el presente ejercicio hemos podido constatar que la mayoría de 
entidades no están contestando a nuestras solicitudes de colaboración, por lo que podemos afirmar a este 
respecto que el panorama ha cambiado bastante desde los años más duros de la crisis, en los que la colaboración 
con esta Defensoría era mucho mayor.
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No obstante, en algunas ocasiones sí se consigue una resolución positiva de las quejas gracias a la colaboración 
de las entidades de crédito. Este fue el caso de la queja 16/6234, planteada por una mujer con dos hijos de 
9 y 3 años y víctima de violencia de género, los cuales residían sin título legal en un piso propiedad de una entidad 
bancaria en Málaga. Manifestaba no tener dónde ir, ni ayuda de ningún familiar, ni ingresos. Había solicitado ayuda 
de los servicios sociales, si bien no le ofrecían una alternativa habitacional y únicamente le habían concedido una 
ayuda de 300 euros.

Teniendo en cuenta las circunstancias personales y económicas de la interesada, y a pesar de la limitación de nuestras 
competencias, nos dirigimos a la citada entidad a fin de ponerle de manifiesto las circunstancias de esta familia 
solicitándole que se tomasen en consideración, o en su caso, propusieran alguna solución alternativa. En su respuesta 
nos indicaron que habían contactado con la interesada para ofrecerle la posibilidad de acogerse a un alquiler 
social, para lo que se le había solicitado la documentación necesaria para su estudio y que, tras realizar el análisis 
correspondiente, se había autorizado la concesión de un alquiler social que se adaptaba a sus necesidades actuales.

Por último, no podemos dejar de reflejar las actuaciones de intermediación realizadas con entidades bancarias 
en aquellos casos en los que los interesados residen en viviendas de su propiedad, normalmente tras una ejecución 
hipotecaria. En estos casos, atendiendo a las circunstancias sociales y económicas de las familias afectadas, apelamos 
a la colaboración de las entidades bancarias a fin de que estudien la posibilidad de mantener un régimen de 
alquiler social por un período de tiempo o suspender el desahucio hasta que cuenten con una 
alternativa habitacional.

Sin embargo, cada vez resulta más difícil e improductivo realizar estas actuaciones de intermediación, habida cuenta 
que a menudo la propiedad de las viviendas se transfiere del banco a otras inmobiliarias o fondos de inversión, que 
a su vez delegan la gestión en empresas gestoras, de modo que o bien resulta complicado localizar un interlocutor o 
no tienen ningún interés en colaborar con esta Institución o adoptar medidas de carácter social. A pesar de ello, en 
algunos casos seguimos obteniendo respuestas positivas. Como ejemplo, citamos las siguientes quejas:

-	 Queja 18/3671. La familia interesada residía desde mayo de 
2013 en una vivienda en régimen de alquiler en Conil de la 
Frontera (Cádiz), pagando una renta de 230 euros. Dicho 
inmueble pertenencia a un particular, si bien tras sufrir un 
embargo, la vivienda pasó a ser propiedad de una entidad 
bancaria. Tras finalizar el período máximo del arrendamiento, 
la entidad acordó la renovación del mismo, si bien subió el 
importe de la renta hasta 480 euros, lo cual superaba con 
creces las posibilidades económicas de la familia. Tras dirigirnos 
a la entidad propietaria solicitándole que se tomasen en 
consideración las citadas circunstancias a la hora de determinar 
la renta de alquiler, recibimos respuesta a nuestra petición de 
colaboración y nos indicaron que la renta se modificaría de 
nuevo a 230 euros.

-	 Queja 17/5751. La interesada manifestaba que, tras un procedimiento de ejecución hipotecaria, había 
perdido su vivienda en Barbate (Cádiz), a pesar de lo cual le habían permitido continuar viviendo en la misma 
firmando un contrato de arrendamiento. Sin embargo, estaba encontrando problemas para poder ingresar la 
renta acordada en una cuenta bancaria, por lo que le preocupaba que el banco pudiera promover contra ella 
un procedimiento de desahucio por impago de renta. En su respuesta a nuestra petición de colaboración, 
la entidad nos informó que habían contactado personalmente con la interesada para indicarle que, una vez 
subsanado un problema que existía en el contrato, ya podría realizar los pagos. Considerando que la pretensión 
de la interesada se encontraba en vías de solución, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

-	 Queja 17/2011. La interesada exponía que había recibido notificación del Juzgado de Instrucción nº 12 de Sevilla 
como parte demandada en procedimiento de ejecución hipotecaria por parte de una entidad bancaria, la cual 

“Ante los bancos, 
apelamos para que 

permitan a una 
familia continuar 
en la vivienda con 
un alquiler social”

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/entidad-de-credito-concede-alquiler-social-a-victima-de-violencia-de-genero-ocupante-sin-titulo-con
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le concedió dos años de aplazamiento. Solicitó el estudio de una dación en pago con alquiler social, puesto que 
se encontraba en situación de desempleo, solicitándole siempre la entrega de los mismos documentos, por lo 
que solicitaba nuestra intermediación.

	 En consecuencia, nos dirigimos a la entidad bancaria en cuestión, trasladándole su propuesta de posible 
solución, a efectos de que la valoraran teniendo en cuenta las circunstancias personales   y económicas de la 
familia y la existencia de dos menores de edad antes de adoptar alguna decisión o, en su caso, que propusiesen 
cualquier otra solución alternativa que permitiese a la familia afrontar en mejores condiciones sus obligaciones 
en relación al préstamo hipotecario que  tiene  concertado, así como, evitar el desalojo del inmueble que 
constituye el domicilio familiar.

	 Posteriormente se nos informó que la interesada estaba pendiente de firmar el acuerdo alcanzado con la 
entidad bancaria, por lo que procedimos a dar por concluido el expediente.

1.15.2.3 Iniciativas para la ampliación del parque público de vivienda
Ante la falta de un parque público de vivienda que pudiera dar respuesta a las demandas ciudadanas, en ejercicios 

anteriores nos planteamos la necesidad de iniciar líneas de investigación encaminadas a coadyuvar a que la 
administración con competencia exclusiva en la materia, esto es, la Junta de Andalucía, buscara fórmulas alternativas 
que de alguna manera vinieran a ampliar el parque público de vivienda. 

Así, se han ultimado en este año la queja 15/6039, de oficio, sobre incorporación de viviendas de la Sociedad 
de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria (en adelante la Sareb) y del Fondo Social de la 
Vivienda al alquiler social en Andalucía y la queja 17/0036, también de oficio, sobre la intermediación en el 
alquiler de viviendas mediante el Plan PIMA.

1.15.2.3.1 Cesión de viviendas de la Sareb para fines sociales y Fondo Social de Vivienda

Respecto a la queja 15/6039, de oficio, la misma se inició con la finalidad de conocer las actuaciones que estaban 
llevando a cabo las administraciones públicas andaluzas con la Sareb para la cesión de viviendas para destinarlas a 
fines sociales, así como con el Fondo Social de la Vivienda. En consecuencia, se incoó ante la Consejería de Fomento 
y Vivienda y los 30 ayuntamientos andaluces cuyos municipios cuentan con más de 50.000 habitantes.

A través de los sucesivos informes emitidos por la citada Consejería tuvimos conocimiento de que con fecha 21 de 
junio de 2016 se firmó el Convenio de Colaboración con la referida Sareb para la cesión de viviendas destinadas al 
alquiler social, en ejecución del cual se firmaron a su vez dos contratos de cesión en usufructo de viviendas para su 
gestión por AVRA a este fin, con fechas 15 de septiembre y 28 de octubre de 2016. En total, se cedieron por la Sareb 
a la comunidad autónoma de Andalucía 230 viviendas, de las cuales 150 se encontraban disponibles y 80 ocupadas. 
Con fecha de 12 de mayo de 2017 se firmó un tercer contrato para la cesión de 50 viviendas.

En total, por tanto, se habían cedido en usufructo 280 de las 400 viviendas de la Sareb ubicadas en Andalucía. 
Respecto a los criterios de selección de las viviendas y los municipios, aunque la Consejería señalaba que la cláusula 
1.2 del convenio establecía que las viviendas seleccionadas de entre las existentes se situarían preferentemente en 
los municipios con mayor demanda de vivienda, lo cierto es que el desglose por provincias no parecía reflejar esa 
lógica: Almería 106, Cádiz 45, Córdoba 12, Granada 25, Huelva 15, Málaga 57 y Sevilla 27. Aún deduciendo que esa 
distribución responde a los lugares en los que radican las viviendas de las que dispone la Sareb, cabe preguntarse 
por la verdadera virtualidad de esta medida para los grandes núcleos urbanos con una ingente demanda de vivienda 
de alquiler social.

En el último informe de la Consejería, se indicaba que la situación de las viviendas cedidas, una vez ejecutados 
los trabajos de inspección, regularización de la ocupación y exclusión, era la siguiente: 134 disponibles para alquiler 
social, 50 ocupadas sin título o sin título válido, 91 (tanto disponibles como ocupadas) fueron devueltas por diversos 
supuestos previstos en el Convenio y 5 excluidas.
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